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Rionegro, 16 de octubre de 2020 

 

 

Señor 
JUEZ 2° CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD  

Rionegro 

 
 
Proceso:   Verbal  
Asunto:                   Recurso de reposición y en subsidio apelación  
Demandante:          Hernán Daniel Espinosa Osorio, Luz Mabel Osorio Pemberty y 

Diego Andrés Espinosa Osorio 
Demandado:           La Previsora S.A Compañía de Seguros, Transportes 3M S.A.S. 

y John Carlos Castillo Gil  
Radicado:               05615-31-03-002-2019-00310-00 
 

 
MATEO PELÁEZ GARCÍA, mayor de edad y vecino de Medellín, identificado con cédula 

de ciudadanía número 71.751.990, abogado titulado, con la tarjeta profesional número 

82.787 del C.S.J., actuando en el presente acto en calidad de apoderado judicial de 
LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS, de acuerdo con el poder que obra en 

el expediente, respetuosamente interpongo recurso de reposición y en subsidio 

apelación contra el auto del 9 de octubre de 2019, notificada por estados del 13 de 

octubre 2019, frente a la decisión de no acceder al levantamiento de la medida 

cautelar, de conformidad con las razones que procedo a exponer:  

 

1. PETICIÓN:  

 

Solicito muy respetuosamente al Despacho se sirva reponer el auto impugnado y, en 

consecuencia, se levante la medida cautelar de inscripción a demanda en un inmueble 

de propiedad de mi representada, en tanto no se cumplen los criterios para continuiar 

con la medida.  

 

En caso de que la anterior solicitud no prospere, solicito se conceda ante el H. Tribunal 

Superior de Antioquia recurso de apelación en contra del mencionado auto.  

 

2. MOTIVOS DE INCONFORMIDAD RESPECTO A LA DECISIÓN QUE SE IMPUGNA:  

 

En la providencia objeto del presente recurso, el Despacho consideró que no procedía 

el levantamiento de la medida cautelar de inscripción de la demanda que había sido 

decretada y practicada, en tanto “el artículo 590, inciso 1, numeral 1, literal b, del 
C.G.P., no prescribe ningún tipo de condición distinta en cuanto a la procedencia de 
este tipo de cautela a la que se trate de un proceso en el que se persiga el pago de 
perjuicios derivados de una responsabilidad civil y que dichos bienes sean de 
propiedad del demandado, condiciones que se cumplen en este caso, y no vienen al 
caso las condiciones expuestas por el solliictante, propias más de las cautelas 
innominadas, previstas en el literal c.” refiriendose a lo manifestado en la solicitud 

sobre la apariencia de buen derecho y la necesidad, efectividad y proporcionalidad 

de la medida.  

 

Lo cierto es que los criterios establecidos en el inciso décimo del artículo 590 del 

C.G.P. que señala que “el juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, como 
también la necidad, efecitividad y proporcionalidad de la medida” aplica para todas 

las medidas cautelares descritas en el númeral primero de este artículo, que trata 

sobre las cautelares que proceden en los procesos declarativos con la presentación 

de la demanda, y no solo frente a  las medidas cautelares previstas en el literal c) de 

este artículo, el cual atiende a las medidas innominada.  

 



En consecuencia, lo previso en el inciso décimo también aplica y debe cumplirse 

frente al numeral b), que trata sobre la medida de inscripción de demanda en proceso 

de responsabilidad civil. La diferencia en el análisis de estos criterios entre una medida 

nominada o una innominada en un proceso declarativo estaría en la rigurosidad o 

intensidad del análisis y no en los criterios utilizados para este.  

 

Así lo ha reconocido el Tribunal Superior de Medellín en providencia, por ejemplo, de 

la magistrada Martha Cecilia Ospina del 25 de septiembre de 2019 en el proceso con 

radicado 05001310300920180029401 (la cual adjunto), en la cual, al conocer un 

recurso de apelación contra una providencia que no revocó el auto que decretó una 

medida cautelar de inscripción de demanda en un establecimiento de comercio de 

una entidad financiera (para este caso, de una sociedad fiduciaria), señaló (cuarta 

página de la providencia): “es cierto que el artículo 590 del C.G.P. le exige al juez que 
para decretar la medida debe apreciar la legitimación o interes para actuar de las 
partes, la necesidad, efectividad, proporcionalidad y apariencia de buen derecho de 
la misma”, concluyendo en este caso que no procedía la revocatoria de la providencia 

apelada, en tanto consideró que“no se advierte en la providencia apelada que se haya 
omitido ese análisis cuya única intención es que se cumpla con los fines propios de 
la medida cautelar destinada a salvaguar los derechos que son objeto del litigio”.  
 
A diferencia del referido caso, en este proceso no se llevo a cabo una análisis sobre 

la apariencia de buen derecho y la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la 

medida cautelar al momento de decretarse, siendo esto lo que ahora se cuestiona, y, 

en opinión del suscrito, el examen frente a la medida cautelar no es satisfactorio, por 

lo que se debe levantar la misma.   

 

De considerar el Despacho que hay alguna duda sobe si el inciso décimo del artículo 

590 del C.G.P. aplica para todo el numeral primero o solo para literal c), en 

consonancia con el artículo 11 del C.G.P., deberá preferise la primera interpretación 

por ser más respetuosa del derecho sustancial, pues resulta más protector realizar 

dicho análisis aún cuando no deba llevarse a cabo para justificar de una mejor forma 

la medida (o levantar la misma en caso de que no lo supere, siendo esta la tesis 

planteada), que solo hacer una valoración formal de si se está en presencia o no de 

un proceso de responsabilidad civil a fin de decretar la medida.  

 

Al analizarse la apariencia de buen derecho deberá tenerse en cuenta, además de lo 

expuerto al solicitar el levantamiento de la medida, que en este proceso se concedió 

amparo de pobreza, por lo que no procedió lo señalado en el numeral segundo del 

artículo 590 del C.G.P. en cuanto a que la parte demandante para que se decretara la 

medida debía prestar una caución equivalente al 20% del valor de las pretensiones 

para responder por las costas y perjuicios derivados de la practica de la misma, 

porcentaje que podría se modificado por el juez de oficio o a solicitud de parte como 

resultado del análisis que se realizara sobre la medida solicitada o derectada, según 

el caso (esto refuerza el argumento planteado de que debe llevarse a cabo un análisis 

sobre la procedencia de las medidas, el cual debe hacerse según los criterios de 

apariencia de buen derecho, necesidad, efectividad y proporcionalidad).  

 

Si bien esto puede facilitar el acceso a la administración de justicia de la parte 

demandante, también elimina un factor de mesura en la solicitud de este tipo de 

medidas, y un elemento de protección del propietario de los bienes sobre el cual se 

practica las medidas cautelares, reforzando nuestra postura de que en este caso no 

se requiere la medida, no es efectiva, ni proporcional, no satisface el requisito de 

apariencia de buen derecho, y puede representar mayores perjuicios.  

 

Por último, reitero los argumentos expuestos al solicitarse el levantamiento de la 

medida cuatelar.  

 

Por todo lo anterior, solicito se revoque el auto impugnado, para que, en su lugar, se 

levante la medida cautelar de inscripción de demanda previamente decretada y 



practicada; y, subsidiariemente, se conceda ante el H, Tribunal Superior de Antioquia 

recurso de apelación.  
  

 

Atentamente, 

 

 

 

MATEO PELÁEZ GARCÍA    

T.P. No. 82.787 del C. S. de la J.   

C.C. No. 71.751.990 
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